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1 Este trabajo presenta los resultados preli -
minares de la investigación "Mujer y dere-
chos sobre la tierra en las reformas agrarias y 
contrarreformas neoliberales de América Lati-
na", en proceso de elaboración en colabora-
ción con Carmen Diana Deere, de la Universidad 
de Masachussettes, Además de Colombia la 
investigación se adelanta comparativamente en 
once países más Chile, Brasil. Perú, Bolivia, 
Ecuador, Nicaragua, Honduras, El Salvador, 
Costa Rica, Guatemala, México, 
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Crisis nacional y anhelos de paz 
Hacia finales de la década de los ochenta los analistas polítIcos 
caracterizaron la sociedad colombiana como una sociedad en 
la cual se había enquistado una crisis política que la colocaba 
"al fi lo del caos" (Leal Buitrago y Zamocs; 1991). La situación 
de escalonamiento de la violencia, la multiplicación de formas 
de violencia y la generalización de la misma caracterizaban la 
sociedad colombiana a fines de la década de los ochenta. Debe 
anotarse que, además del aumento de la mortalidad y el despla-
zamiento por motivos de actividades guerrilleras y de las fuer-
zas narcotraficantes y paramilitares, se evidencia el inicio de 
una fuerte crisis política que se reflejó en la creciente debilidad 
del Estado y en la disminución de la credibilidad en sus institu-
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ciones, Estos aspectos también se manifestaron en la crisis in-
terna de los partidos políticos tradicionales. En este contexto, 
nuevos actores sociales y políticos, incluidas las mujeres, salta-
ron a la arena, demandando transformaciones en aras de un 
nuevo proyecto de convivencia nacional y de un nuevo modelo 
de desarrollo socioeconómico. Estas voces y la necesidad del 
Estado de reformarse permitieron poner en discusión las inicia-
tivas de conciliación nacional, y por este medio se llegó a la 
Asamblea Nacional Constituyente que promulgó una nueva 
Constitución en 1991, excepcionalmente progresista. En ella 
se enfatizan la democracia participativa, una redefinición de 
los derechos humanos para incluir la justicia social, igualdad 
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" a lal mujerel nDI úan la tie-
rra y rienen IDI flaramilitarel y nDI 
!Qean cDrrienúD y nDI matan a IDI 
elflDIDI. .. "2 
2 Palabras de Gladys Machado. Dirigente de 
ANMUCIC en el Tol ima y Coordinadora Nacio -
nal de MUjeres 2.000, en su intervención del 
25 de noviembre de 1997 día de la No Violen -
cia contra la mUjer en el loro 'MUjer y conflic-
to armado ... v(cttmas anóntfnas de la guerra' 
realizado en Santalé de Bogotá. 
Trixi AII ina, Individuo. Cerámica y Bronce, 1981 . 
de derechos y oportunidades para hombres y 
mujeres y prohibición de la discriminación por 
razones de sexo, religión y raza, entre otroS. 
Hoy, a las puertas del nuevo milenio, para to-
das y todos es lugar común que el país no ha 
salido de la crisis; por el contrario, la sociedad 
colombiana esta abocada a vivir "momentos de 
verdad" (Gonzalez, citado por Bejarano, 1997). 
Bejarano señala que la crisis, cada vez más 
aguda, ha ayudado a descubrir que la realidad 
dista de la imagen utópica que se construyó en 
la fase eufórica de la aprobación de la nueva 
§§ 
Constitución. Más bien, en virtud de la misma 
crisis, nos hemos visto obligados a descender 
de la nube en que nos subió la progresista Cons-
titución de 1991. 
La realidad que cada día descubrimos y redes-
cubrimos nos ha mostrado una sociedad mu-
cho más fragmentada y violenta que nos 
resistiamos a reconocer. Han aparecido con 
toda su dureza los profundos desequilibrios 
socio-económicos producto de inmensas des-
igualdades de vieja data. Estas se han visto 
agravadas por el rápido y profundo proceso de 
cambio que ha vivido el país en las últimas dé-
cadas, el cual ha impulsado transformaciones 
profundas en la estructura social, política y eco-
nómica. Muchas de estas dinámicas han esta-
do asociadas a la violencia. Si bien algunos de 
estos cambios han modernizado la sociedad y 
se han traducido en mejores condiciones de vida 
para algunos sectores de la población, también 
se han tendido a profundizar las desigualdades 
sociales y a incrementar las diferencias en las 
posibilidades de acceso a bienes y servicios aso-
ciados a la vida moderna. La sociedad colom-
biana ha experimentado una modernización 
incompleta y desigual (Corredor, 199?). 
En este contexto la necesidad reguladora del 
Estado es cada día más apremiante, pero, por 
el contrario, a lo que estamos asistiendo es a su 
debilitamiento. Así, en una sociedad tradicio-
nalmente inequitativa, al quedar librada a sus 
propias tendencias, el uso de la violencia ha 
incrementado desigualdades y privilegios de 
minorías y ha asegurado la dominación exclu-
yente de unos por otros. 
Frente a la utopía constitucional, Bejarano 
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(1997) hace un llamado a "la necesidad de mi-
rarnos en el espejo" , para ver una sociedad atra-
vesada por múltiples conflictos entre poderosos 
actores armados, entre ellos la guerrilla, los 
paramilitares y los ejércitos privados de los 
narcotraficantes y con ello darnos cuenta de que 
Colombia entra al siglo XXI con unas condi-
ciones que enmarcan su crisis actual : fragmen-
tación y múltiples formas de violencia en la 
sociedad civil , gran precariedad del aparato 
estatal que se expresa en crisis de la justicia, 
elevada impunidad e incremento de la insegu-
ridad, crisis de la representación política, rece-
sión económica e inserción problemática y 
vulnerabilidad en lo internacional. 
Son los habitantes del campo los que con ma-
yor intensidad viven los efectos de la guerra no 
regular. En las zonas rurales, es evidente una 
tendencia al aumento de las relaciones de fuer-
za, con una creciente militarización del conflic-
to , el cual es más agudo en las zonas de 
latifundio ganadero y de colonización de fron-
tera. La inseguridad ciudadana es la consecuen-
cia de la polarización entre guerrilla y 
paramilitares con secuelas tanto para la gran 
propiedad como para la pequeña. Todo ello ha 
llevado a que la cuestión agraria, considerada 
como pasada de moda en el país, aparezca como 
problemática no resuelta ya que la inequitativa 
y concentradora distribución de la tierra tenga 
que volver a di scutirse. 
Este panorama se complejiza con el fenómeno 
de la creciente apropiación de tierras por parte 
de los narcotrafi cantes. En el último decenio, 
éstos han emprendido lo que prácticamente se 
puede considerar como una contrarreforma 
agraria única en la hi storia rural del país. Si 
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bien se está logrando lo que la reforma agraria 
de 1961 nunca pudo hacer -quitarle tierra a la 
oligarquía terrateniente- , el grado de concen-
tración de la tierra que se está generando es alar-
3 Entrevista con Alejandro Reves. investigador del Instituto de 
Estudios Polít icos y Relaciones Internacionales de la Universidad 
Nacional de Co lombia. real izada por Magdalena León el 30 de 
mayo de 1996. en Bogotá Colombia, Véase también El Tiempo, 
"Narcos se adueñan del campo", 30 de noviembre de 1996. En 
este artículo. se calcula que hasta la mitad de las tierras produc-
ti vas de Co lombia están en manos de narcotraficantes . 
manteo Basta observar que se calcula que los 
narcotraficantes se han apoderado de entre tres 
y cuatro millones de hectáreas de tierra3 , por 
lo menos el doble, si no el triple, de la tierra 
redistribuida por el Estado colombiano en los 
últimos treinta y cinco años. 
De hecho, el narcotráfico con su acción ha des-
plazado a muchos miembros de las élites terra-
tenientes y ha liquidado a la fuerza, con apoyo 
de grupos paramilirares, las disputas por la tie-
rra por parte de los campesinos. Como fenó-
menos derivados se ha incrementado la 
migración de familias campesinas, ha crecido 
el desplazamiento de pobladores rurales, bási-
camente mujeres y niños, y los propietarios han 
sido afectados por la extorsión y el secuestro 
(Mertens y Segura; 1997). 
En este panorama incierto, afortunadamente 
cada vez más voces se unen a la necesidad de 
consolidar un polo que unifique voluntades y 
articule deseos en la búsqueda de un país en el 
que la justicia, la vida y la paz, sea una utopía 
posiblé. Sin duda el anhelado proceso de paz, 
se ubica para fines del presente siglo e inicios 
del siguiente en el puesto número uno de la 
agenda política-social del país, cualquier ini-
ciativa tendrá que enfrentar la desigual distri-
bución de la propiedad patrimonial y hacer que 
se cumplan y amplíen las normas actuales de 
reforma agraria. De no avanzarse en esta di-
rección, será dificil que Colombia encuentre los 
nichos de paz y conciliación nacional que re-
quiere la puesta en marcha de un nuevo pacto 
social. 
Para este propósito nacional es esencial consi-
derar que la redistribución de la propiedad te-
rritorial no es neutral al género. Este trabajo 
argumenta que de no tomarse las medidas ne-
cesarias, las políticas y agendas de paz resulta-
rán sesgadas desde la perspectiva de género y 
por tanto injustas e inequitativas y tendientes a 
reproducir las desigualdades existentes en el ac-
ceso a recursos de hombres y mujeres en el cam-
po. Al mismo tiempo, políticas sesgadas de 
género ocultarían las luchas que las organiza-
ciones de las mujeres campesinas e indígenas 
han librado en favor de la equidad de género 
en el sector rural. Para argumentar estos pun-
tos, haremos una rápida revisión de las expe-
riencias sobre el acceso y control de la mujer 
rural a la tierra en el país. 
Acceso y control de la mujer rural 
sobre la tierra5 • 
La reforma agraria colombiana de 1961 señaló 
como objetivo incrementar el número de fami-
lias agroproductoras y expandir la agricultura 
comercial. El alcance de las actividades que se 
llevaron a cabo bajo esta Ley fue en extremo 
modesto quedando la redistribución de la tierra 
4 Hay que recordar que en las pasadas elecciones del 26 de 
octubre. más de diez millones de pesronas salieron a votar por el 
Mandato ciudadano por la paz. 
5 Esta parte está basada en el trabajo de Deere. Carmen Diana y 
León. Magdalena 'la MUjer rural y la reforma agraria en Cololll ' 
bla··. próximo a publicarse en la revista Cwdemos de Desarrollo 
Rural. Instituto de Estudios Rurales. Unlversload Javenana. Santafé 
de Bogotá D.C. 
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como una tarea pendiente en el panorama so-
cial del camp06 . 
La Ley 135 no discriminaba en forma directa a 
la mujer, pero los pocos resultados beneficia-
ron a los hombres jefes de hogar. Los benefi-
ciarios se definieron como los aparceros, 
arrendatarios y trabajadores agrícolas sin tie-
rra, en tanto la intención de la norma fue bene-
ficiar a los hogares pobres. Sin embargo, en la 
política solamente una persona por hogar fue 
designada como beneficiaria y esta designación 
recayó sobre el hombre jefe del hogar. Esta 
práctica cultural fue reforzada por un sistema 
de puntajes que permitía escoger entre los po-
sibles beneficiarios y mediante el cual se bene-
ficiaría a quienes tenían mayor grado de 
educación y experiencia como agricultores. 
Estos factores llevaron a favorecer a los hom-
bres jefes de hogar en oposición a las mujeres 
que tenían la misma posición. 
Si los resultados se la Reforma Agraria fueron 
exiguos para las familias campesinas en gene-
ra\, dentro de los beneficiarios fue muy limita-
do el número de mujeres beneficiarias directas 
bajo la ley] 35. Hasta 1986, o sea 25 años des-
pués de promulgarse la norma, las mujeres 
constituían solamente el ] 1.2% del total de be-
neficiarios directos (León, Prieto, 
Salazar, 1987). 
En 1984, el gobierno colombiano estableció por 
primera vez una política explícita en relación 
con la incorporación de la mujer a l desarrollo 
rural. Esta po lítica dio reconocimiento a la 
mujer como productora en los programas de 
desarro llo rural y ll evó a considerar la necesi-
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dad de incrementar el acceso de la mujer rural 
al crédito; dado que el tema de la reforma agra-
ria no había sido retomado como parte de la 
agenda de política del sector agropecuario, las 
nuevas iniciativas de política sobre la mujer 
rural no enfrentaron adecuadamente el tema 
del acceso de las mujeres campesinas a la tie-
rra. Puesto que la posibilidad de emprender 
otra reforma agraria no se proyectaba en los 
planteamientos de la política oficial, el tema de 
los derechos sobre la tierra para las mujeres 
campesinas fue reemplazado por la discusión 
en torno al acceso a los servicios del sector agrí-
cola, como crédito, asistencia técnica y merca-
deo. 
En este período se destaca el crecimiento de 
las organizaciones de las mujeres rurales, que 
en primer lugar se dio bajo la sombrilla de la 
política para la mujer rural de 1984. Esta polí-
tica llevó en 1985 a la creación de la primera 
Asociación Nacional de Mujeres Campesi-
nas e Indígenas -ANMUCIC- (Villarreal; 
1997). Desde el inicio las actividades de la 
agrupación se dirigieron al desarrollo de pro-
yectos para las mujeres rurales, trascendiendo 
muy rápidamente la sola lógica de los proyec-
tos de generación de ingresos. La organiza-
ción empezó entonces a considerar la urgencia 
de incluir en forma explícita los derechos de 
las mujeres a la tien'a en las normas de reforma 
agraria. 
6 En 25 afias de distribución de tierras. de 1961 a 1986. sola, 
mente 35.000 hogares rurales recibieron tierra. cifra que repre-
sentó menos del 4% de la poblaCión objetivo (León. Prieto y 
Salazar. 198749) 
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ANMUCIC prestó atención a los aspectos 
discriminatorios para las mujeres contenidos en 
la Ley 135 de 1961 de reforma agraria, espe-
cialmente a la forma como estaba formulada la 
norma, la cual llevaba a que los títulos fueran 
entregados a los hombres de manera mayorita-
ria, con la presunción de que el beneficio era 
para todos los miembros del hogar7 . Se em-
pezó a exigir que las mujeres adultas de una 
unidad doméstica, ya fuera en calidad de espo-
sa o concubina de un hombre considerado jefe 
de hogar, tuvieran derecho a ser incluidas en 
los títulos de la tierra que se otorgaban bajo los 
auspicios de la reforma agraria8 . Al mismo 
tiempo, la organización de las mujeres rurales 
señaló el aumento progresivo de hogares rura-
les encabezados por mujeres y su necesidad de 
acceso a la tierra. Sus demandas y la voz de 
ANMUCIC desempeñaron un importante pa-
pel en la formulación de la Ley de reforma agra-
ria No. 30 de 1988. 
Esta fue una norma de singular impoltancia para 
la mujer rural, pues por 
primera vez se reconoció 
explícitamente el dere-
cho de la mujer a la tie-
rra. Entre las 
disposiciones más im-
portantes de esta Ley se 
pueden identificar aque-
llas que estipulan que los 
títulos de la reforma 
agraria tienen que otor-
garse a nombre de la pa-
reja y no solamente del 
hombre . Además, se tomaron medidas especia-
les para las mujeres jefes de hogar mayores de 
16 años. Al mismo tiempo se estableció, entre 
las di sposiciones, la participación de los gru-
pos organizados de mujeres campesinas, que 
en adelante, a la par con los de los hombres, 
harían parte de las juntas regionales y naciona-
les del Instituto Colombiano de Reforma Agra-
ria, INCORA. 
El número total de beneficiarios de reforma 
agraria, calculado con base anual, aumentó en-
tre 1986 y 1991 , si se compara con los 25 años 
previos de ejecución. No obstante, pese a las 
importantes medidas que la Ley instituyó para 
favorecer a las mujeres, la proporción de muje-
res beneficiarias a nivel nacional permanecía 
7 Las discusiones de ANMUCIC en numerosos seminarios na-
cionales y regionales seiialaron casos en los que las mUjeres 
pertenecientes a hogares con Jefatura masculina perdían el acce-
so a la tierra a causa de separaciones o divorcios. 
8 Entrevista con Leonora Castallo. anterior presidenta de 
ANMUCIC. junio 13 de 1996. realizada por Magdalena León. Bo-
gotá, Colombia. 
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en el mismo ll % (Durán Ariza 1991, apéndice 
No.3). Desafortunadamente, los datos, no dan 
cuenta del cumplimiento de las medidas sobre 
titulación conjunta; por lo tanto, es imposible 
calibrar la eficiencia de esta medida para este 
periodo. 
A partir de 1989 ANMUCIC concentró sus es-
fuerzos a nivel nacional en una campaña para 
asegurar que las mujeres rurales entendieran sus 
derechos y tomaran la suficiente conciencia para 
exigir su cumplimiento. En 1989 la resolu-
ción No. 5, aprobada por lajunta directiva del 
INCORA, dispuso que la titulación conjunta era 
obligatoria cuando así fuese solicitada por el 
hombre y su esposa o compañera permanente. 
En 1991 fue aprobada otra resolución por me-
dio de la cual se da prioridad a la mujer en esta-
do de desprotección en razón de la situación de 
violencia que caracterizaba a Colombia; esta re-
solución favorece especialmente a las mujeres 
viudas y abandonadas. En enero de 1994, el 
Consejo Nacional para la Política Económica 
y Social (CONPES) aprobó una nueva política 
dirigida a la mujer rural, que sirvió para reafir-
mar principios ya esta-
blecidos en relación 
con su rol en el desarro-
llo del agro (FAO, 
1996:7). 
Durante el gobierno del 
presidente Gaviria, se 
promulgó la nueva Ley 
de reforma agraria de 
1994. Presiones políti-
cas desde la sociedad ci-
vil. representada por los 
gremios del sector rural 
y por las organizaciones campesinas, así como 
la presencia de la crisis del sector agropecuario 
como telón de fondo, llevaron a la aprobación 
de una Ley que conserva aspectos 
redistributivos y al mismo tiempo se ajusta a 
los mandatos neoliberales. Las principales dis-
posiciones contenidas en la Ley 160 de 1994 
que favorecen a la mujer son las siguientes: 
1) Los beneficiarios son explícitamente desig-
nados como campesinos hombres y mujeres 
jefes de hogar en condiciones de pObreza9 , 
que no sean propietarios de tierra. 
2) A las mujeres jefes de hogar y otras muje-
9 Basada en la reg lamentación NO.012 de 1995, art ícu lo 2. para 
la implementación de la Ley. Para ser beneficiario, la Ley expl íc i-
tamente señala un límite al ingreso del hogar y estipula que las 
tres cuartas partes del ingreso tienen que haber sido generadas 
previamente por empleo o trabajo en el sector agrícola. 
Trixi AIIina, Proceso de Durmiente, Cerámic 
res, especialmente aquellas que se consi-
dera que han sufrido por desprotección so-
cial y económica debido a hechos de 
violencia, de abandono y de viudez y que al 
mismo tiempo no tienen tierras o un acceso 
insuficiente a la misma, se les otorga el máxi-
mo número de puntos para la determinación 
del estatus de beneficiarias I o. Es convenien-
te recalcar que esta disposición representa 
un paso adelante en relación con cualquier 
otra medida existente en las normas colom-
bianas en cuanto a promover el acceso de la 
mujer pobre a la tierra, sin que sea requeri-
da la condición de cónyuge, jefatura feme-
nina del hogar u otra. El solo hecho de la 
desprotección social y económica le da prio-
ridad a la mujer en los derechos a tierra. 
Esta disposición se puede considerar el cam-
bio progresista más sensible al género en 
cuanto a mujer y acceso a la tierra. 
3) Se reafirman las disposiciones previas con-
templadas en la Ley agraria número 30 de 
1988, mediante las cuales se promovía la ti-
tulación conjunta de la tierra que se otorga-
ba a hombres y mujeres en relación de pareja 
ya fuera en matrimonio o en convivencia. 
4) La mayor victoria de la organización de mu-
jeres rurales, ANMUCIC, fue su inclusión 
por derecho propio en la Junta Directiva del 
INCORA y en los comités regionales y lo-
cales encargados de seleccionar los benefi-
ciarios y ejecutar las normas. 
Es importante mencionar que estos logros nor-
mativos no se dieron fácilmente. En el borra-
dor inicial de la Ley 160, todos los logros que 
la organización de mujeres había tenido en la 
Ley agraria de 1988 fueron ignorados. Solamen-
te como resultado del lobby, o presión de la or-
ganización de mujeres campesinas, se logró que 
las disposiciones ya señaladas, que representa-
ban avances, se mantuvieran , y que se introdu-
jeran otros cambios que significaron progresos 
importantes. 
Logros de la aplicación la Ley 160 son muy 
desalentadores en cuanto sugieren que el ritmo 
de distribución de la tierra es solamente un poco 
superior al del final de la década de los ochen-
ta. Se registran 4.172 beneficiarios por año y 
en el periodo anterior este dato llegaba a 3.673 . 
A este ritmo de implementación, se requerirán 
muchos años antes de que la necesidad de tie-
rra de la mayoría de hombres y mujeres, los 
pobres rurales de Colombia, sea satisfecha. En 
otras palabras, una vez más los anhelos de Re-
forma Agraria pueden quedar en el papel y con 
ello la necesidad de redistribución de la tierra y 
de "solución" a la cuestión agraria pasen como 
tareas pendientes para el nuevo milenio. 
Sin embargo, por primera vez dentro de los 
magnos adelantos, las mujeres, según datos pre-
liminares a mitad de 1996, son ciertamente una 
proporción mayor de los beneficiarios directos 
en relación con las cifras de años anteriores. Se 
registra un 19% cuando antes sólo alcanzó un 
11 % del total. Al mismo tiempo, si se tiene en 
cuenta la proporción de parejas que han rec ibi -
do título de la tierra, el porcentaje de hogares 
donde las mujeres han sido beneficiarias direc-
10 Acuerdo No. 012 de 1995. artículo 6. INeORA. 
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tas aumenta a 37%, lo cual indica un incre-
mento significativo en relación con la partici-
pación previa11 . 
Junto a estos avances, lo que resulta muy des-
concertante es que aun existiendo una norma 
explícita que requiere la titulación en pareja, 
los datos indican que la mayoría de las adjudi-
caciones de tierra bajo la Ley J 60 han sido he-
chas a hombres jefes de hogar. Esta 
información es una evidencia fuerte de que la 
titulación en conjunto aún no es un mecanismo 
ni institucional ni culturalmente aceptado y evi-
dencia las fuerzas que a nivel local se oponen 
al cumplimiento de las disposiciones legales. 
Aunque el panorama descrito presenta signos 
alentadores desde el punto de vista feminista, 
también se debe tener en cuenta que la nueva 
reforma agraria de Colombia -que abriga en la 
norma un potencial grande con respecto al ac-
ceso de las mujeres a la tierra- se está desarro-
llando bajo circunstancias muy desfavorables, 
las cuales se presentaron al inicio de este traba-
jo. 
Notas finales 
En Colombia país que de alguna manera, aun-
que en forma tímida, sigue haciendo esfuerzos 
de redistribución de la tierra12, sobresalen dos 
aspectos: las consideraciones políticas para 
mantener en la agenda pública el tema agrario 
y de redistribución de tierras y la presencia de 
la Asociación Nacional de Mujeres Campesi-
nas e Indígenas, ANMUCIC, para impulsar los 
cambios sensibles al género. 
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Sin lugar a dudas, fue el contexto político el 
que sirvió para contrabalancear los preceptos 
económicos e ideológicos con respecto a la 
implementación del modelo neoliberal en el sec-
tor agrícola a comienzos de la presente década, 
y permite que hoy en día se vuelva a discutir el 
tema agrario. La violencia rural continuada, 
propiciada por la guerrilla, los narcotraficantes 
y los grupos paramilitares, ha forzado al Esta-
do a tener presente en los esfuerzos normati-
vos el proceso de redistribución de tierras que 
llevó a la ley de 1994 y en este momento el 
anhelado proceso de paz coloca la 
redistribución de la propiedad territorial en el 
centro de la agenda13 . En lo que respecta a 
medidas para facilitar el acceso de la mujer a la 
tierra (Deere y León, 1997) uno de los logros 
más importantes del país es que los derechos 
sobre la tierra ya no se asignen sólo al jefe de 
familia. Las mujeres y los hombres del sector 
rural disfrutan hoy en día de derechos explíci-
11 Fuente: Instituto Colombiano de la Reforma Agraria (I NCORA), 
División de Desarrollo Empresarial, datos preliminares hasta ju-
nio de 1996 
12 El que en Colombia se siga hablando de redestribución es 
importante, porque de nueve casos estudiados, en cinco de ellos 
las reformas agrarias oficialmente han concluido Chile, Perú, 
Ecuador, México y Honduras. En El Salvador y Nicaragua están 
en proceso de terminación y sólo en Costa Rica y Colombia hay 
esfuerzos de redistribución (Deere y L-eón: 1997) . 
13 La necesidad de poner sobre el tapete una serie de propuestas 
sobre la pacificación del país ha llevado hasta a la Federación 
Colombiana de Ganaderos -FEDEGAN- a considerar el tema de la 
tierra a cambio de paz. Su presidente. en una propuesta muy 
controvertida. indicó la necesidad de "meternos la mano al dril"o 
sea entregar una parte. aunque mínima de sus haberes patrimo-
niales (El Tiempo. noviembre 9. pág.3A. 1997). 
tos iguales para poseer y heredar la tierra a nom-
bre propio. Así mismo, Colombia cuenta con 
disposiciones que hacen obligatoria la titula-
ción conjunta de las tierras, ya sea que una 
pareja esté casada o viva en unión libre o con-
sensual. Además, Colombia ha experimenta-
do lo que podemos llamar medidas proactivas 
para el acceso a la tierra de mujeres jefas de 
hogar u otras mujeres que se encuentren en con-
dición de desprot~cción social y económica 
debido a situación de violencia, abandono y 
viudez. 
Las implicaciones que puedan tener las normas 
aprobadas en la última década para el futuro de 
los derechos de las mujeres campesinas a la tie-
rra dependen en gran parte del grado en que las 
mujeres tomen conciencia de sus derechos y 
exijan el cumplimiento de los mismos. Estos 
cambios implican procesos de empoderamiento 
en lo personal, en las relaciones cercanas o de 
la familia y en lo colectivo (León, 1997). Es 
decir, es necesaria la creación de una demanda 
efectiva y vigorosa de tierras por las mujeres 
campesinas mismas. En este aspecto la Aso-
ciación de Mujeres Campesinas e Indígenas, 
ANMUCIC, tiene un papel histórico por des-
empeñar. El Estado, con la Política de Equi-
dad y Participación de la Mujer (EPAM) y la 
Dirección Nacional para la Equidad de la Mu-
jer, debe asegurar el acceso a la tierra para las 
mujeres, y que este se dé acompañado de acce-
so a créditos, asistencia técnica y otros insumas 
para que cuenten con los medios necesarios que 
les permitan ser productoras efectivas. Todo 
ello es necesario para la equidad de género y 
prerrequisito de la equidad social. 
Al mismo tiempo, hay que tener en cuenta que 
la nueva reforma agraria del país, que presenta 
un potencial alto para el acceso de la mujer cam-
pesina a la tierra, se da en circunstancias muy 
desfavorables de cruces de violencias, crisis 
política y deslegitimación del Estado. Por ello, 
una agenda de paz que respete, profundice y 
haga cumplir los logros normativos para el ac-
ceso a la tierra de las mujeres rurales es una 
condición básica para una paz social integral y 
sólida. 
Además, es preciso que el Estado enfrente en 
forma directa el tema de la concentración de la 
tierra que ha resultado del enriquecimiento ilí-
cito, lo cual ha constituido una reforma agraria 
paralela, concentradora e ilegal. Este último 
aspecto, que sin lugar a dudas complica el pro-
blema, es fundamental para que el Estado ten-
ga tierras cultivables disponibles para 
distribución entre los ccampesinos pobres. Una 
de las maneras de "mirarnos en el espejo", se-
gún el llamado de Bejarano que presentamos 
al incio del trabajo, es reconocer las desigual-
dades en las oportunidades para acceder a la 
tierra de hombres y mujeres y buscar en los 
nuevos pactos de paz medidas e instrumentos 
para corregirlas. 
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